Radicación: 66001-22-04-000-2021-00077-00

Accionante: Carlos Alberto Restrepo Jaramillo
Accionado: Juzgado 1º EPMS / INPEC

Decisión: Niega

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / SOLICITUD PERMISO 72 HORAS / DIRECTOR DE CENTRO CARCELARIO / FACULTAD PARA VERIFICAR REQUISITOS / Y NO REMITIR PETICIÓN A JUEZ COMPETENTE / DELITOS EXCLUIDOS DEL BENEFICIO / CONCIERTO PARA DELINQUIR AGRAVADO.
en consideración que las pretensiones del accionante versan sobre una solicitud de concesión de un permiso de hasta 72 horas, la Sala debe partir de una premisa, y es que la legislación vigente consagra la posibilidad de acceder a dicho beneficio administrativo por intermedio de los Jueces de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad…, pero para ello es necesario superar un filtro efectuado por parte del Director del Establecimiento en que el sentenciado se encuentre recluido, quien tiene el deber de verificar el cumplimiento de todos los requisitos antes de dirigir la solicitud respectiva al Despacho vigilante…
De igual manera, se debe tener en cuenta que el artículo 68A del Código Penal, Ley 599 de 2000, consagra de manera taxativa una prohibición para el acceso a los beneficios administrativos previstos en la legislación a quienes hayan sido sancionados por los delitos allí consagrados, reatos entre los que se encuentra el de concierto para delinquir agravado, que es precisamente aquel por el cual se declaró el compromiso penal del condenado en la sentencia por la cual se encuentra privado de su libertad…
… a la luz de dichas normas, la Sala considera que la decisión del Director del Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de Pereira, de negarse a correr traslado de una petición abiertamente inviable e improcedente al Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, no desconoce los derechos fundamentales del señor…, por cuanto esa Dirección cuenta con la facultad, que a la vez es un deber, de filtrar ese tipo de solicitud y verificar si se cumple o no con los requisitos objetivos que exige la ley…
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SENTENCIA DE TUTELA DE PRIMERA INSTANCIA

Pereira, diez (10) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 
Hora: 4:00 p.m. 
Aprobado por Acta No. 348

	RADICACIÓN: 
	66001-22-04-000-2021-00077-00

	ACCIONANTE: 
	CARLOS ALBERTO RESTREPO JARAMILLO  

	ACCIONADO: 
	JUZGADO 1º EPMS / INPEC 

	DECISIÓN: 
	NIEGA 


ASUNTO:
Procede la Colegiatura a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión a la acción de tutela instaurada por parte del señor CARLOS ALBERTO RESTREPO JARAMILLO en contra del JUZGADO 1º DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE PEREIRA y el ESTABLECIMIENTO PENITENCIARIO DE MEDIANA SEGURIDAD Y CARCELARIO DE PEREIRA.
ANTECEDENTES:
Manifestó el accionante, quien se encuentra privado de la libertad como consecuencia del cumplimiento de una sentencia condenatoria dictada en su contra, que él ya ha expiado más del 80% de la sanción que se le impuso, razón por la cual considera que es acreedor del beneficio administrativo del permiso por 72 horas, pese a lo cual el Director del Establecimiento Penitenciario se rehúsa a darle trámite a dicha solicitud ante el Juzgado que vigila la ejecución de la sentencia. 
PRETENSIONES:
De conformidad con los hechos narrados en precedencia, el accionante pidió que se amparen sus derechos fundamentales al debido proceso, igualdad y unidad familiar, entre otros, ordenando a quien corresponda que se le dé trámite a su solicitud de permiso de salida por 72 horas.  
TRÁMITE PROCESAL:
El Despacho sustanciador admitió la acción mediante auto del 27 de abril de 2021, en el que ordenó correr traslado del libelo petitorio al Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira. Posteriormente corrió traslado al Director del Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de Pereira.
RESPUESTA DE LOS DESPACHOS ACCIONADOS:
- Una vez surtida la notificación a los involucrados, se recibió memorial de respuesta por parte del titular del Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, quien manifestó que esa Célula Judicial no ha vulnerado los derechos fundamentales que reclama el accionante, toda vez que la solicitud de permiso de 72 horas lo presentó el sentenciado ante la Oficina Jurídica del establecimiento carcelario, a la cual no se le dio trámite en ese lugar por cuanto no se cumplía con el lleno de requisitos exigidos en la norma para la concesión de ese beneficio administrativo. Anotó que el libelista nunca radicó petición en tal sentido ante ese Despacho. 
- El Director del Establecimiento Penitenciario también se pronunció frente a los reproches del accionante, explicando que él no cumple con todos los requisitos que exige la norma para acceder al beneficio administrativo de salida por 72 horas. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 2.2.3.1.2.1. del Decreto 1069 de 2015, modificado por el Decreto 1983 de 2017 y posteriormente por el Decreto 333 de 2021.

2. Problema Jurídico: 

Acorde con los planteamientos propuestos por el accionante en el libelo petitorio, la Colegiatura se encuentra ante el deber de dilucidar si la acción de tutela resulta ser un mecanismo judicial idóneo para resolver lo concerniente a una solicitud de permiso de salida por 72 horas consagrado en el artículo 147 de la Ley 65 de 1993, ante la negativa del Director del establecimiento carcelario de darle trámite a esa solicitud.

3. Solución: 

El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, tiene un propósito claro, definido, estricto y específico, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces, la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  

Teniendo en consideración que las pretensiones del accionante versan sobre una solicitud de concesión de un permiso de hasta 72 horas, la Sala debe partir de una premisa, y es que la legislación vigente consagra la posibilidad de acceder a dicho beneficio administrativo por intermedio de los Jueces de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, quienes vigilan la ejecución de la condena impuesta a las personas en contra de quienes se haya declarado el compromiso penal por haber incurrido en alguna conducta catalogada como delictiva, pero para ello es necesario superar un filtro efectuado por parte del Director del Establecimiento en que el sentenciado se encuentre recluido, quien tiene el deber de verificar el cumplimiento de todos los requisitos antes de dirigir la solicitud respectiva al Despacho vigilante. Así quedó plasmada dicha exigencia en el artículo 147 de la Ley 65 de 1993 “Por la cual se expide el Código Penitenciario y Carcelario”:

“ARTÍCULO 147. PERMISO HASTA DE SETENTA Y DOS HORAS. La Dirección del Instituto Penitenciario y Carcelario podrá conceder permisos con la regularidad que se establecerá al respecto, hasta de setenta y dos horas, para salir del establecimiento, sin vigilancia, a los condenados que reúnan los siguientes requisitos:

1. Estar en la fase de mediana seguridad.

2. Haber descontado una tercera parte de la pena impuesta.

3. No tener requerimientos de ninguna autoridad judicial.

4. No registrar fuga ni tentativa de ella, durante el desarrollo del proceso ni la ejecución de la sentencia condenatoria.

5. Haber descontado el setenta por ciento (70%) de la pena impuesta, tratándose de condenados por los delitos de competencia de los Jueces Penales de Circuito Especializados.

6. Haber trabajado, estudiado o enseñado durante la reclusión y observado buena conducta, certificada por el Consejo de Disciplina.

Quien observare mala conducta durante uno de esos permisos o retardare su presentación al establecimiento sin justificación, se hará acreedor a la suspensión de dichos permisos hasta por seis meses; pero si reincide, cometiere un delito o una contravención especial de policía, se le cancelarán definitivamente los permisos de este género.”
De igual manera, se debe tener en cuenta que el artículo 68A del Código Penal, Ley 599 de 2000, consagra de manera taxativa una prohibición para el acceso a los beneficios administrativos previstos en la legislación a quienes hayan sido sancionados por los delitos allí consagrados, reatos entre los que se encuentra el de concierto para delinquir agravado, que es precisamente aquel por el cual se declaró el compromiso penal del condenado en la sentencia por la cual se encuentra privado de su libertad: 

“Artículo 68A. Exclusión de los beneficios y subrogados penales. No se concederán; la suspensión condicional de la ejecución de la pena; la prisión domiciliaria como sustitutiva de la prisión; ni habrá lugar a ningún otro beneficio, judicial o administrativo, salvo los beneficios por colaboración regulados por la ley, siempre que esta sea efectiva, cuando la persona haya sido condenada por delito doloso dentro de los cinco (5) años anteriores.

Tampoco quienes hayan sido condenados por delitos dolosos contra la Administración Pública; delitos contra las personas y bienes protegidos por el Derecho Internacional Humanitario; delitos contra la libertad, integridad y formación sexual; estafa y abuso de confianza que recaigan sobre los bienes del Estado; captación masiva y habitual de dineros; utilización indebida de información privilegiada; concierto para delinquir agravado; lavado de activos; soborno transnacional; violencia intrafamiliar; hurto calificado; extorsión, lesiones personales con deformidad causadas con elemento corrosivo; violación ilícita de comunicaciones; violación ilícita de comunicaciones o correspondencia de carácter oficial; trata de personas; apología al genocidio; lesiones personales por pérdida anatómica o funcional de un órgano o miembro; desplazamiento forzado; tráfico de migrantes; testaferrato; enriquecimiento ilícito de particulares; apoderamiento de hidrocarburos, sus derivados, biocombustibles o mezclas que los contengan; receptación; instigación a delinquir; empleo o lanzamiento de sustancias u objetos peligrosos; fabricación, importación, tráfico, posesión o uso de armas químicas, biológicas y nucleares; delitos relacionados con el tráfico de estupefacientes y otras infracciones; espionaje; rebelión; y desplazamiento forzado; usurpación de inmuebles, falsificación de moneda nacional o extranjera; exportación o importación ficticia; evasión fiscal; negativa de reintegro; contrabando agravado; contrabando de hidrocarburos y sus derivados; ayuda e instigación al empleo, producción y transferencia de minas antipersonal.

Lo dispuesto en el presente artículo no se aplicará respecto de la sustitución de la detención preventiva y de la sustitución de la ejecución de la pena en los eventos contemplados en los numerales 2, 3, 4 y 5 del artículo 314 de la Ley 906 de 2004.

PARÁGRAFO 1o. Lo dispuesto en el presente artículo no se aplicará a la libertad condicional contemplada en el artículo 64 de este Código, ni tampoco para lo dispuesto en el artículo 38G del presente Código.

PARÁGRAFO 2o. Lo dispuesto en el primer inciso del presente artículo no se aplicará respecto de la suspensión de la ejecución de la pena, cuando los antecedentes personales, sociales y familiares sean indicativos de que no existe la posibilidad de la ejecución de la pena.
Entonces, en el caso bajo estudio, y a la luz de dichas normas, la Sala considera que la decisión del Director del Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de Pereira, de negarse a correr traslado de una petición abiertamente inviable e improcedente al Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, no desconoce los derechos fundamentales del señor Carlos Alberto Restrepo Jaramillo, por cuanto esa Dirección cuenta con la facultad, que a la vez es un deber, de filtrar ese tipo de solicitud y verificar si se cumple o no con los requisitos objetivos que exige la ley, con lo que, a su vez, se evita un desgaste innecesario del aparato jurisdiccional al resolver solicitudes que en definitiva no tienen vocación de prosperar. 
Son suficientes los argumentos expuestos, para decir que no existe conducta alguna vulneradora de los derechos fundamentales invocados que le sea atribuible a los demandados, por tanto, la Sala no accederá a la petición de amparo deprecada por el accionante. 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE:

PRIMERO: NEGAR la solicitud de amparo constitucional instaurada por parte del señor CARLOS ALBERTO RESTREPO JARAMILLO en contra del JUZGADO 1º DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE PEREIRA y el ESTABLECIMIENTO PENITENCIARIO DE MEDIANA SEGURIDAD Y CARCELARIO DE PEREIRA, conforme con lo manifestado en la parte motiva de la presente providencia.

SEGUNDO: Se ordena notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JULIÁN RIVERA LOAIZA

Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.
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